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Panel integrado por su presidenta la Juez Lebrón Nieves, el Juez 
Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de diciembre de 2021. 

Comparece ante este tribunal apelativo el Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, por conducto de la Oficina del Procurador 

General (en adelante el apelante o el ELA), mediante el Escrito de 

Apelación de epígrafe y nos solicita que revoquemos la Sentencia que 

emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla (el TPI), el 

4 de agosto de 2021, notificada y archivada en autos el 18 de agosto 

siguiente. Mediante el referido dictamen, el foro 

primario declaró nula la confiscación y ordenó la devolución del 

vehículo al Sr. Héctor L. Roldán Cortés.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

revocamos el dictamen apelado. 
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I.  

El 25 de febrero de 2021 el Sr. Héctor L. Roldán Cortés (en 

adelante el señor Roldán Cortés o el apelado) instó una demanda 

contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, el Departamento de 

Justicia y la Policía de Puerto Rico. Alegó que el 7 de agosto de 2020, 

el ELA, a través de la Policía de Puerto Rico, ocupó y confiscó un 

vehículo de motor Mitsubishi Lancer, del año 2008, tablilla GWN-

501, por presunta violación al Artículo 404 de la Ley de Sustancias 

Contraladas y a la Ley núm. 8 conocida como Ley para la Protección 

de la Propiedad Vehicular. El señor Roldán Cortés alegó ser el dueño 

registral del vehículo y que la confiscación es una nula por no 

haberse notificado en el término jurisdiccional de 30 días, según 

dispuesto en la Ley de Confiscaciones de 2011, Ley núm. 911-2011, 

infra.   

El 31 de marzo de 2021 el Gobierno de Puerto Rico contestó 

la demanda en la cual admitió que la confiscación se notificó fuera 

del término dispuesto en la Ley núm. 911-2011 y negó las restantes 

alegaciones.1 

El 5 de abril de 2021 el señor Roldán Cortés presentó una 

Moción Solicitando Sentencia por las Alegaciones en la cual indicó 

que el ELA admitió haber notificado la confiscación en exceso del 

término de 30 días según dispuesto en Ley núm. 911-2011, y que 

reconoció que él es el dueño registral del vehículo. En el escrito se 

anejó copia de una certificación expedida por el Departamento de 

Transportación y Obras Públicas (DTOP).2 El Gobierno de Puerto 

Rico instó su oposición en la cual argumentó que solo admitió el 

hecho de que la notificación fue realizada fuera de los términos 

jurisdiccionales que establece la ley. Adujo, además, que el Artículo 

 
1 Véase el Apéndice del Recurso, a la pág. 8. 
2 Íd., a la pág. 14. Formulario intitulado Información de Vehículo emitido por la 

Directoría de Servicios al Conductor, División de Vehículos de Motor, del DTOP 

(DTOP-DIS-234).    
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15 de la Ley núm. 911-2011 ordena la celebración de una vista de 

legitimación activa en la cual el señor Roldán Cortés tenía que 

demostrar que ejercía el dominio y control del vehículo previo a los 

hechos que motivaron la confiscación.  

Así las cosas, el TPI señaló la vista de legitimación activa para 

el 29 de junio de 2021 a las 10:00 am. Posteriormente fue 

reseñalada para el 13 de julio siguiente a las 11:00 am. La misma 

se celebró mediante videoconferencia y como único testigo 

compareció el señor Roldán Cortés. En esencia, este testificó ser el 

dueño del vehículo confiscado y que el mismo fue ocupado por la 

Policía de Puerto Rico cuanto estaba en posesión de su hijo. Una vez 

terminó la presentación de la prueba, las respectivas 

representaciones legales presentaron sus argumentos. En lo aquí 

pertinente, surge de la Minuta que:3 

… 
     Añadió la licenciada Montalvo que conforme al 
estado de derecho ellos admitieron que se hizo la 
notificación tardía. Sin embargo, al demandante se le 
informó que el vehículo tiene un señalamiento de 
Ley 8.  
     El Tribunal argument[ó] [al] respecto. Concedió 10 
días al licenciado Añeses para someter proyecto de 
sentencia. [Énfasis Nuestro]. 
 

El 4 de agosto de 2021 el TPI dictó la Sentencia apelada en la 

cual concluyó que luego de examinada la prueba:  

… la confiscación del auto no se ajustó a la normativa 
de ley que requiere la notificación de la confiscación 
dentro del término dispuesto por ley por ende dicho 
acto es nulo por lo que corresponde a la devolución 
del auto confiscado a su dueño.  
     Por la presente se ordena la devolución del vehículo 
de motor Mitsubishi Lancer, tablilla GWN-501, año 
2008, al Sr. Héctor Roldán Cortés. [Énfasis Nuestro]. 

 

Inconforme con el dictamen, el ELA solicitó la reconsideración 

en la cual argumentó que “[d]urante la argumentación, indicamos 

que, si bien la notificación fue tardía, no procede la devolución del 

vehículo, ya que el mismo tiene señalamiento de la Ley 8. [nota 

 
3 Íd., a la pág. 19. 
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al calce omitida].”4 Al respecto, señaló que luego de que la Policía de 

Puerto Rico realizara la inspección de rigor, certificó que la 

transmisión no tiene label y que la goma del bumper posterior tiene 

el número sobrepuesto. Agregó que “La parte demandante no puede 

identificar la procedencia de las piezas, tampoco podrá 

evidenciar que fue adquirida de manera legal.”5 Asimismo, precisó 

que “[p]ara derrotar las presunciones establecidas en ley la parte 

demandante debió presentar evidencia de la legalidad de las 

piezas y el correspondiente pago de arbitrios, cosa que no 

hizo.”6  

El señor Roldán Cortés se opuso a lo solicitado y alegó que la 

Ley núm. 8 del 5 de agosto de 1987 se rige por la Ley núm. 911-

2011. Por lo que arguyó que “[l]a notificación relativa a la violación 

de la Ley núm. 8 fue hecha igualmente tardía, pues se hizo en la 

misma notificación que se hizo para la confiscación de alegados 

hechos ilícitos.”7 

El 3 de septiembre de 2021, notificada el 7 de septiembre 

siguiente, el TPI declaró No Ha Lugar el petitorio instado por el 

Gobierno de Puerto Rico.  

Aún inconforme, el apelante radicó el recurso que nos ocupa 

imputándole al foro primario haber incurrido en el siguiente error:  

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL ORDENAR COMO REMEDIO 
DEVOLVER EL VEHÍCULO DE MOTOR CONFISCADO 
A PESAR DE QUE EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY 
UNIFORME DE CONFISCACIONES DE 2011 
EXPRESAMENTE DISPONE QUE ESE REMEDIO NO 
ESTÁ DISPONIBLE CUANDO EL VEHÍCULO 
CONFISCADO INCUMPLE CON LA LEY PARA LA 
PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD VEHICULAR.  
 

El 13 de octubre de 2021 dictamos una Resolución 

concediéndole a la parte apelada el término de treinta (30) días para 

 
4 Énfasis Nuestro. Íd., a la pág. 26. Alegación 7.  
5 Énfasis Nuestro. Íd., a la pág. 30. Alegación 33. 
6 Énfasis y subrayado en el original. Íd., Alegación 34.  
7 Íd., a la pág. 33.  
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que presentara su alegato. Pasado en exceso el término concedido, 

sin que la parte apelada haya comparecido, damos por 

perfeccionado el recurso y resolvemos sin su posición.  

Analizados el Escrito de Apelación y su apéndice; así como 

estudiado el derecho aplicable, procedemos a resolver. 

II. 

Ley Uniforme de Confiscaciones 

 La confiscación es el acto de ocupación y de investirse para sí 

que hace el Estado de todo derecho de propiedad sobre cualesquiera 

bienes que hayan sido utilizados con relación a la comisión de 

determinados delitos. Centeno Rodríguez v. ELA, 170 DPR 907, 912-

913 (2007), citando a First Bank v. ELA, 164 DPR 835, 842-843 

(2005); Cooperativa v. ELA, 159 DPR 37, 43 (2003); Del Toro Lugo v. 

ELA, 136 DPR 973, 980 (1994). El estatuto regulador del proceso de 

la confiscación es la Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011, Ley 

núm. 119 - 2011, 34 LPRA sec. 1724 et seq. Este prescribe las 

normas que rigen el procedimiento de toda confiscación en Puerto 

Rico y establece un trámite expedito, justo y uniforme para esta y la 

subsiguiente disposición de los bienes.  

En esencia, el esquema normativo implanta un procedimiento 

expedito con requisitos estrictos aplicables tanto al Estado, como a 

las partes con interés en los bienes confiscados. El Gobierno cuenta 

con un periodo de notificación limitado para poder validar su 

actuación. Igualmente, aquellos que interesan impugnar el proceso 

están obligados a actuar con premura al presentar su demanda y 

posteriormente emplazar al Estado en términos relativamente 

cortos. 

 El Artículo 8 de la Ley núm. 119-2011, 34 LPRA sec. 1724e, 

reitera el carácter civil e independiente de esta ley con cualquier 
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otro proceso o acción legal.8 A esos efectos, el precepto establece 

que:      

El proceso de confiscación será uno civil dirigido 
contra los bienes e independiente de cualquier otro 
proceso de naturaleza penal, civil o administrativa 
que se pueda llevar contra el dueño o el poseedor de 
los bienes ocupados bajo las disposiciones de 
cualquier ley que autorice la confiscación de bienes por 
parte del Estado. [Énfasis Nuestro]. 

 

De otra parte, el Artículo 9 del estatuto, 34 LPRA sec. 1724f, 

según enmendado, dispone cuáles bienes estarán sujetos a 

confiscación. Este menciona lo siguiente:   

Estará sujeta a ser confiscada, a favor del 
Gobierno de Puerto Rico, toda propiedad que resulte, 
sea producto o se utilice, durante la comisión de 
delitos graves y de aquellos delitos menos graves en 
los que por ley se autorice la confiscación, cuando 
tales delitos graves y menos graves se encuentren 
tipificados en el Código Penal de Puerto Rico, en las 
leyes de sustancias controladas, de armas y 
explosivos, en las leyes contra el crimen organizado, en 
las leyes de juegos prohibidos, bebidas alcohólicas, 
leyes fiscales, leyes contra la apropiación ilegal de 
vehículos, leyes de vehículos y tránsito y de 
embarcaciones; así como en otras leyes y en aquellos 
estatutos confiscatorios en los que por ley se autorice 
la confiscación.  

Toda propiedad que esté sujeta a una sentencia 
de confiscación que así lo autorice, será confiscada a 
favor del Gobierno de Puerto Rico. 

  

Así también, el Artículo 10 de la Ley núm. 119-2011, 34 LPRA 

1724g, establece las instancias en que el Estado puede ocupar 

bienes sujetos a confiscación. En este sentido, señala que:    

La ocupación de la propiedad, sujeta a 
confiscación, se llevará a cabo por la agencia del orden 

público o el funcionario a cargo de la implantación de 
la ley por sí o por conducto de sus delegados, policías 
o agentes del orden público, mediante orden de un 
magistrado o tribunal competente o sin previa orden del 
tribunal, en los siguientes casos:  

(a) Cuando la ocupación se efectúa mientras se 
lleva a cabo un arresto;  

(b) cuando la ocupación se efectúa en virtud de 
una sentencia judicial, o  

(c) cuando la propiedad a ocuparse haya sido 
utilizada, resulte o sea el producto de la comisión de 
cualquiera de los delitos, leyes o estatutos 
confiscatorios que se expresan en la sec. 1724f de este 
título. [Énfasis nuestro]. 

 

 
8 Enmendado mediante la Ley núm. 287-2018.  
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 A su vez, el Artículo 13 de la referida ley, 34 LPRA sec. 1724j, 

dispone:   

      El Director Administrativo de la Junta notificará la 
confiscación y la tasación de la propiedad confiscada a 
las siguientes personas:   

  
a) … 
  
b) … 
  
c) en los casos de vehículos de motor, se 
notificará, además, al dueño, según 
consta en el Registro de Vehículos del 
Departamento de Transportación y Obras 
Públicas y al acreedor condicional que a 
la fecha de la ocupación tenga su contrato 
inscrito;   
  
d)  … 
  

Toda confiscación se notificará por correo 
certificado dentro de un término jurisdiccional de 
treinta (30) días, siguientes a la fecha de la 
ocupación física de los bienes. La notificación se hará 
a la dirección conocida del alegado dueño, encargado o 
persona con derecho o interés en la propiedad, según 
consta del expediente de la confiscación.  […] [Énfasis 
Nuestro]. 
 
  

En Reliable Financial v. ELA, 197 DPR 289, 309-310 (2017), 

el Tribunal Supremo precisó que, aunque es cierto que el 

incumplimiento del Estado con el término dispuesto para notificar 

una orden de confiscación ordinariamente conlleva su nulidad, 

Coop. Seguros Múltiples v. Srio. de Hacienda, 118 DPR 115, 118 

(1986); esa nulidad no es automática, sino que depende de una 

determinación judicial en un proceso de impugnación.9 “En 

otras palabras, es contingente a que la parte afectada acuda al 

tribunal y presente argumentos válidos que justifiquen su reclamo.” 

Íd., a la pág. 310.  

Resaltamos que, por imperativo del debido proceso de ley, el 

Estado debe notificar la confiscación a las partes con interés, dentro 

del término jurisdiccional de treinta (30) días y su incumplimiento 

 
9 En el Artículo 15 de la Ley núm. 119-2011, 34 LPRA sec. 1724l,  se menciona 

que las personas notificadas, según lo dispuesto en esta ley y que demuestren ser 

dueños de la propiedad, podrán impugnar la confiscación dentro de los treinta 

(30) días siguientes a la fecha en que se reciba la notificación, mediante la 

radicación de una demanda contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico y el 
funcionario que autorizó la ocupación, debiéndose emplazar al Secretario de 

Justicia dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha en que se presentó la 

demanda.  



 
 

 
KLAN202100801 

 

8 

conlleva la nulidad de la confiscación. First Bank v. E.L.A., supra, a 

la pág. 853. 

En lo aquí pertinente, el Artículo 19 de la Ley núm. 119-2011, 

34 LPRA sec. 1724p, dispone que en aquellos casos en los que el 

tribunal decrete la ilegalidad de una confiscación, la Junta devolverá 

la propiedad ocupada al demandante. Ahora bien, esta disposición 

es clara al señalar que: 

[…]  En aquellos casos en los que se decrete la ilegalidad 

de una confiscación y se determine que el vehículo y 
cualquier otro medio de transportación terrestre 
confiscado no tiene número de serie o identificación, 
por haber sido borrado, mutilado, alterado, 
sustituido, sobrepuesto, desprendido, adaptado o de 
alguna forma modificado, el Gobierno de Puerto Rico 
pagará el sesenta por ciento (60 %) del importe de 
tasación al momento de la ocupación y no procederá el 
pago del interés legal a partir de la fecha de la 
ocupación. En aquellos casos en que a pesar de que el 
tribunal decrete la ilegalidad de la confiscación, si el 
bien confiscado resulta ilegal, no procederá su 
devolución. (Énfasis nuestro). 
 

Ley de Protección de Propiedad Vehicular  

En nuestra jurisdicción existen dos (2) estatutos que 

enmarcan la autoridad del Estado para incautar vehículos de motor 

o piezas de los mismos. Como ya indicamos, uno de estos estatutos 

es la Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011, antes reseñada, y el 

otro es la Ley núm. 8 del 5 de agosto de 1987, según enmendada, 9 

LPRA sec. 3201, et seq., conocida como la Ley para la Protección de 

Propiedad Vehicular.10  

El Artículo 14 de la Ley núm. 8, 9 LPRA sec. 3213, faculta a 

los agentes del orden público a detener e inspeccionar y retener para 

investigación cualquier vehículo o pieza del mismo por un período 

que no excederá de treinta (30) días. Dicha incautación procede 

cuando, entre otras circunstancias, alguno de los números de serie 

o de identificación del vehículo o de partes imprescindibles del 

mismo que se encuentren a vista abierta hayan sido borrados, 

 
10 Véase el Artículo 1 de la Ley núm. 8.  
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mutilados, alterados, sustituidos, sobrepuestos, desprendidos, 

adaptados o de alguna forma modificados. Íd., inciso 3.  

De igual forma, el Artículo 13 de la Ley núm. 119-2011, supra, 

establece que:  

… 
En el caso de vehículos de motor que sean ocupados en 
virtud de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 
enmendada, conocida como “Ley para la Protección de 
la Propiedad Vehicular”, la notificación se hará dentro 
de los treinta (30) días siguientes a partir del término 
de treinta (30) días dispuestos para que los oficiales del 
orden público lleven a cabo una investigación sobre el 
bien ocupado.  Un vehículo ocupado al amparo de la 
“Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, no 
será confiscado a favor del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico hasta tanto se culmine el procedimiento 
dispuesto en dicha Ley.  El mismo se mantendrá bajo 
la custodia de la Policía hasta que se culmine la 
investigación correspondiente.   
  
En aquellos casos que se incaute y retenga cualquier 
propiedad para alguna investigación relacionada a 
cualquier acción penal, civil, administrativa o cualquier 
otra, o como evidencia física, los treinta (30) días para 
notificar comenzarán a contarse una vez concluya 
dicha acción y se expida la correspondiente orden de 
confiscación.   

 

A su vez, el Artículo 17 de la Ley núm. 8, 9 LPRA sec. 3216, 

en su inciso (3), faculta a la Policía de Puerto Rico, entre otros, a 

confiscar cualquier vehículo, pieza o chatarra, notificados como 

apropiados ilegalmente, robados, desaparecidos, destruidos, o 

exportados y el conductor, poseedor o la persona que reclama ser 

dueña no pueda presentar prueba de su título, siguiendo para ello 

los procedimientos establecidos en la Ley Uniforme de 

Confiscaciones de 2011.  

 De otra parte, el Artículo 15 del estatuto, 9 LPRA sec. 3214, 

dispone que:  

Toda persona que posea, compre, reciba, almacene, 
oculte, transporte, retenga o disponga mediante venta, 
trueque o de otro modo algún vehículo de motor o pieza 
de un vehículo de motor, a sabiendas de que fue 
obtenida mediante apropiación ilegal, robo, 
extorsión o cualquier otra forma ilícita, incurrirá en 
delito grave de tercer grado. El tribunal podrá imponer 
la pena de restitución en adición a la pena de reclusión 
aquí establecida o ambas penas. [Énfasis nuestro]. 
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 En lo pertinente al recurso que nos ocupa, la Ley núm. 8 

establece en su Artículo 16, 9 LPRA sec. 3215, unas inferencias 

permisibles o presunciones controvertibles. Al respecto, el precepto 

legal menciona que: 

Se podrá inferir que el imputado tenía conocimiento 
personal de que el vehículo o pieza había sido 
adquirido de forma ilícita cuando ocurriera una o más 
de las siguientes circunstancias: 
 (1) El precio pagado por el automóvil o pieza sea tan 
irrisorio o las condiciones de pago sean tan ventajosas 
o en circunstancias tales que el adquirente debió 
razonablemente concluir que se trataba de un bien 
obtenido de forma ilícita. 
 (2) Cuando el vendedor o cedente resulte ser un menor 
de edad y sus padres, tutores o custodios no hubieren 
prestado su consentimiento a la transacción realizada. 
 (3) Cuando el imputado no pueda mostrar prueba 
fehaciente del precio pagado, cuándo y de quién 
adquirió el vehículo o pieza o cuándo la transacción 
se llevó a cabo. 

[…] (Énfasis nuestro). 
 

La Regla 301 de Evidencia, en su inciso (A), 32 LPRA Ap. VI, 

R. 301 (A), establece que “[u]na presunción es una deducción de un 

hecho que la ley autoriza a hacer o requiere que se haga de otro 

hecho o grupo de hechos previamente establecidos en la acción. “A 

ese hecho o grupo de hechos previamente establecidos se les 

denomina hecho básico. Al hecho deducido mediante la presunción, 

se le denomina hecho presumido.” Íd. En lo que respecta al efecto de 

las presunciones en una acción civil, la Regla 302 de Evidencia, 32 

LPRA Ap. VI, R. 302, dispone lo siguiente: 

En una acción civil, una presunción impone a la parte 

contra la cual se establece la presunción el peso de la 
prueba para demostrar la inexistencia del hecho 
presumido. Si la parte contra la cual se establece la 
presunción no ofrece evidencia para demostrar la 
inexistencia del hecho presumido, la juzgadora o el 
juzgador debe aceptar la existencia de tal hecho. Si se 
presenta evidencia en apoyo de la determinación de la 
inexistencia de tal hecho, la parte que interesa rebatir 
la presunción debe persuadir a quien juzga de que es 
más probable la inexistencia que la existencia del 
hecho presumido. [Énfasis nuestro]. 
 

Es decir, la citada regla “tiene el efecto de cambiar el peso de 

la prueba una vez la parte que interesa la aplicación de la 

presunción ha establecido los hechos básicos. La parte perjudicada 

por la presunción entonces debe presentar prueba y convencer al 
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juzgador de la no existencia del hecho presumido.” Rolando 

Emmanuelli Jiménez, Prontuario de Derecho Probatorio 

Puertorriqueño, 3era Ed., San Juan, P.R., Ediciones SITUM, 2015, 

pág. 157. Sobre el quantum de prueba para rebatir la presunción, 

“[l]a Regla 302 exige solamente preponderancia de las pruebas para 

rebatir las presunciones ordinarias, pero la ley o la jurisprudencia 

pueden establecer presunciones que para rebatirlas requieran un 

peso de la prueba mayor.” Íd., a la pág. 159. 

III. 

En su único señalamiento de error, el Procurador argumentó 

que el TPI incidió al ordenar la devolución del vehículo de motor 

confiscado, a pesar de que el vehículo se encuentra en violación a la 

Ley núm. 8, y no requerir el pago por el Estado del importe del 60 

por ciento de la tasación al momento de la ocupación por ser un bien 

ilegal. Adelantamos que no le asiste la razón. Veamos el por qué.   

Surge del trámite procesal antes consignado que, en la 

contestación a la demanda, el ELA admitió haber incumplido con el 

término jurisdiccional de 30 días que tenía para notificar la 

confiscación al apelado. Como es sabido, a diferencia de un requisito 

de cumplimiento estricto, los términos jurisdiccionales son fatales, 

improrrogables e insubsanables. Toro Rivera et als. V. ELA et al., 194 

DPR 393 (2015); Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84 (2013); 

Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239 (2012). Por tanto, 

cuando nos enfrentamos al desempeño tardío de una exigencia de 

naturaleza jurisdiccional, no le queda otra opción al tribunal que no 

sea la desestimación del recurso. Por ende, no erró el foro de primera 

instancia al declarar nulo el acto de la confiscación.  

Ahora bien, el vehículo de motor Mitsubishi Lancer, del año 

2008, tablilla GWN-501, fue confiscado el 7 de agosto de 2020. 

Según surge de la notificación expedida por el Departamento de 

Justicia el 26 de enero de 2021, esta obedeció a que el mismo 
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alegadamente se utilizó en violación al Artículo 404 de la Ley de 

Sustancias Controladas, Ley núm. 4 de 23 de junio de 1971, según 

enmendada, 24 LPRA sec. 2404. En la referida comunicación 

también se expresó lo siguiente: 11 

        … 
     Además, violó la Ley núm. 8 de 5 de agosto de 
1987, según enmendada, conocida como “Ley para 
la protección de la Propiedad Vehicular.” El 
Certificado de Inspección de Vehículos de Motor 
expedido el 18 de agosto de 2020, expone que la 
goma de bumper posterior posee el número de serie 
sobrepuesto y la transmisión sin label. 
 

Como indicamos, el Artículo 17 de la Ley núm. 8, supra, 

establece que el procedimiento de confiscación al amparo de dicho 

estatuto es el establecido en la Ley Uniforme de Confiscaciones de 

2011. En lo relacionado al recurso de epígrafe, el Artículo 19 de la 

Ley núm. 119 - 2011, supra, dispone que “[e]n aquellos casos en los 

que se decrete la ilegalidad de una confiscación y se determine que 

el vehículo … no tiene número de serie o identificación, por 

haber sido borrado, mutilado, alterado, sustituido, sobrepuesto, 

desprendido, adaptado o de alguna forma modificado, el Gobierno 

de Puerto Rico pagará el sesenta por ciento (60%) del importe de 

tasación al momento de la ocupación y no procederá el pago del 

interés legal a partir de la fecha de la ocupación. En aquellos casos 

en que a pesar de que el tribunal decrete la ilegalidad de la 

confiscación, si el bien confiscado resulta ilegal, no procederá su 

devolución.” [Énfasis nuestro]. 

Por tanto, el lenguaje de la citada disposición legal es claro al 

exigirle al foro primario determinar, no solo la legalidad o ilegalidad 

de la confiscación, sino que también si el vehículo confiscado 

adolece de alguna de las siguientes violaciones:  no tiene número de 

serie o identificación, por haber sido borrado, mutilado, alterado, 

sustituido, sobrepuesto, desprendido, adaptado o de alguna forma 

 
11 [Énfasis en el original]. Véase el Apéndice del Recurso, a la pág. 4. 
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modificado. Por ello, el solo hecho de decidir que la confiscación es 

nula no conlleva automáticamente la devolución del bien confiscado.  

Esto último requiere una determinación que el vehículo incautado 

no resulta ser un bien ilegal.   

En virtud de dicha norma, precisa recalcar que el vehículo 

propiedad del apelado fue confiscado por alegada violación a la Ley 

de Sustancias Controladas. Por lo que, una vez confiscado, este fue 

inspeccionado y es entonces que surge la alegada violación a la Ley 

núm. 8. Por tanto, se hace importante advertir que la confiscación 

se llevó a cabo conforme a los criterios del Artículo 10 de la Ley núm. 

119-2011, supra, y no al amparo del Artículo 15 de la Ley núm. 8, 

supra. Esto, debido a que el vehículo no fue incautado ni retenido 

para investigación, según dispone el Artículo 13 de la Ley núm. 119-

2011, supra.  

Es decir, al momento de la confiscación no existían los 

criterios del Artículo 14 de la Ley núm. 8, supra, para poder 

determinar -por agentes del orden público a vista abierta- que el 

automóvil en cuestión constituía, en el origen, un objeto ilegal que 

no podía ser devuelto. Dicho hecho tampoco surge de la sentencia 

apelada. Es decir, el foro apelado no realizó determinación alguna 

en la sentencia de que el vehículo confiscado era un objeto ilícito per 

se, por lo que no podía ser utilizado o poseído privadamente según 

alegó el Procurador.  

Por el contrario, del recurso presentado, así como de su 

apéndice, surge claramente que la única vista celebrada por el TPI 

fue a los efectos de presentar prueba en cuanto a la legitimación 

activa del apelado. Sin embargo, el Artículo 19 de la Ley núm. 119- 

2011, supra, requería una determinación judicial en cuanto al 

hecho de que si el vehículo confiscado poseía el número de serie de 

la goma del bumper posterior sobrepuesto y que la transmisión no 

tenía label tal cual fue alegado en la notificación.  
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Al respecto, en la Minuta de la vista celebrada el 13 de julio 

de 2021 solo se hizo constar que la representación legal del ELA 

indicó que “al demandante se le informó que el vehículo tiene un 

señalamiento de Ley 8” y que “[e]l Tribunal argumentó [al] 

respecto.”12 De igual manera, surge del Apéndice del Recurso que en 

la solicitud de reconsideración, el ELA indicó haber argumentado 

sobre la alegada violación a la Ley núm. 8. Como es sabido, meras 

alegaciones, argumentos y teorías no constituyen prueba. 

Pressuer Vessels of P.R. v. Empire Gas of P.R., 137 DPR 497 (1994). 

El proceso de formar conciencia judicial exige la comprobación de 

cualquier aseveración mediante prueba. Hernández v. Espinosa, 

145 DPR 248, 276 (1998). Por ende, el señalamiento en la 

notificación de la confiscación respecto a la violación a la Ley núm. 

8 constituyó una alegación del Estado que requería prueba. Sin 

duda, ello no es suficiente para concluir que el vehículo, en efecto, 

infringió la Ley núm. 8.  

Incluso, hacemos constar que en el recurso el Procurador 

indicó, en la nota al calce núm. 2, que la certificación de inspección 

no formó parte del expediente judicial.13 En otras palabras, el 

Certificado de Inspección de Vehículos de Motor expedido el 18 de 

agosto de 2020 no fue presentado en evidencia por el ELA, ni estuvo 

ante la consideración del tribunal.  

Por otro lado, el Artículo 16 de la Ley núm. 8, supra, establece 

que se podrá presumir que el imputado tenía conocimiento 

personal de que la pieza había sido adquirida de forma ilícita 

cuando no pueda mostrar prueba fehaciente del precio pagado, 

cuándo y de quién adquirió el vehículo o pieza o cuándo la 

transacción se llevó a cabo. Sin embargo, dicha presunción no opera 

 
12 Íd., a la pág. 19.  
13 Puntualizamos además que el Procurador no presentó la transcripción de la 

prueba oral de la vista celebrada el 13 de junio de 2021.  
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en el vacío debido a que requiere establecer mediante prueba el 

hecho base. En el presente caso, el ELA no presentó evidencia de la 

alegada violación a la Ley núm. 8. Reiteramos que la mera 

notificación y los argumentos no hacen prueba de dicho hecho. Por 

lo cual, es forzoso concluir que la presunción tampoco se activó en 

contra del apelado. Inclusive, de haberse activado, por imperativo 

de la Regla 302 de Evidencia, supra, el apelado tiene la oportunidad 

de demostrar la inexistencia del hecho presumido. 

De otro lado, en la Sentencia apelada el foro primario solo 

expresó que: 14 

La representación legal del Departamento de 
Justicia también reclamó que el auto estaba sujeto 
además a lo dispuesto por la Ley Núm. 8 del 5 de agosto 
de 1987. No ofreció prueba de que se radicaran 
cargos por dicha violación. Es claro que dicha ley 
dispone en su Artículo 17, que la facultad de confiscar 
por violación a dicha ley también esta sujeta a la Ley 
Uniforme de Confiscaciones del 2011 por lo que 
también es nula la confiscación a tenor con dicha ley al 
ser tardía la notificación. [Énfasis nuestro]. 

 

Sin duda el procedimiento de confiscación, al amparo de la 

Ley núm. 8, supra, se rige por la Ley núm. 119-2011, por lo que el 

proceso es uno civil dirigido contra los bienes e independiente de 

cualquier otro proceso de naturaleza penal. Artículo 8 de la Ley 

núm. 119-2011, supra. Asimismo, no podemos obviar de que en la 

Exposición de Motivos de la Ley núm. 119-2011 se precisa 

diáfanamente que “...los procedimientos de confiscación civil 

pueden llevarse a cabo y culminarse antes de que se acuse, se 

declare culpable o se absuelva al acusado. Incluso, pueden llevarse 

a cabo aún cuando no se haya presentado algún cargo”.15 Más 

aún, como mencionamos el Artículo 8 del estatuto, supra, reitera el 

carácter civil e independiente de esta ley con cualquier otro proceso 

 
14 Véase el Apéndice del Recurso, a las págs. 23 y 24.  
15 Énfasis nuestro.  



 
 

 
KLAN202100801 

 

16 

o acción legal.16 Por ende, erró el foro apelado al realizar dicha 

determinación.   

Por último, reiteramos que la nulidad del acto de la 

confiscación no está en controversia. Como mencionamos, el 

Procurador señaló que el TPI erró al ordenar la devolución del 

vehículo confiscado lo cual, como surge del análisis antes reseñado 

y de las leyes aplicables, requiere la celebración de una vista 

evidenciaria que permita al foro primario establecer, mediante la 

preponderancia de la prueba, si procede o no la devolución del 

vehículo. Lo que evidentemente no ocurrió. Recalcamos que la 

decisión de declarar nula la confiscación efectuada por el Estado no 

conlleva la devolución automática del bien confiscado. Esto, debido 

a que si el objeto resulta ilegal no procede la devolución. Así 

también, advertimos que luego de la determinación sobre si el 

vehículo presenta alguna de las violaciones señaladas en el Artículo 

19 de la Ley núm. 119-2011, supra, es que procedería pagar a la 

parte el 60 por ciento del importe de la tasación al momento de la 

ocupación.   

Por tanto, ante la ausencia de una vista evidenciaria a dichos 

fines, es imposible modificar la sentencia apelada a los efectos de 

que el vehículo no sea devuelto y que el Estado pague la referida 

cuantía, según nos solicita el Procurador. 

En fin, erró el TPI al señalar que la alegada violación a la Ley 

núm. 8, supra, no fue objeto de una acusación criminal y a base de 

ello, fallar en ordenar la devolución del vehículo sin la celebración 

 
16 Este dispone, en lo aquí concerniente, que:  

... Los procesos de confiscación bajo esta Ley podrán llevarse a cabo y culminarse 

antes de que se acuse, se declare culpable o absuelva al acusado.  Debido al 
carácter civil del proceso, la culpablidad o inocencia del acusado no deberá 
tomarse en cuenta en el proceso de confiscación, solo deberá tomarse en cuenta 
la adjudicación de los hechos en sus méritos.  Lo determinante en este proceso 
será si el bien en cuestión fue utilizado en la comisión de un delito 
independientemente del resultado de la acción criminal o de alguna otra 
naturaleza.  (Énfasis nuestro).  
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de una vista evidenciaria para determinar si el vehículo confiscado 

resulta ser un bien ilegal lo que impediría su devolución.   

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, revocamos la Sentencia 

apelada y se devuelve el caso al foro primario para la continuación 

de los procedimientos conforme con lo aquí resuelto. En especial, 

para la celebración de la vista evidenciaria al tenor de los 

lineamientos previamente señalados.   

 Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


